PROYECTO PRESENTADO

SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un proyecto presentado.

(Se da del siguiente:)

"Las señoras Senadoras Susana Dalmás, Margarita Percovich, Lucía Topolansky, Sara López y Mónica Xavier, los señores Senadores Luis Oliver, Víctor Vaillant, Eduardo Lorier, Jorge Saravia, Mariano Arana, Rafael Michelini, Alberto Couriel, Héctor Tajam, Alberto Cid, José Mujica y el Presidente del Senado Rodolfo Nin Novoa presentan, con exposición de motivos, un proyecto de ley por el que se establecen normas a fin de prevenir y sancionar el acoso sexual en el ámbito laboral". 

- A LA COMISION DE ASUNTOS LABORALES Y SEGURIDAD SOCIAL.

(Texto del proyecto de ley presentado:)

"Artículo 1º.- (Objeto de la ley) - El objeto de la presente ley es prevenir y sancionar el acoso sexual así como proteger a las víctimas del mismo, en tanto forma grave de discriminación y de desconocimiento del respeto a la dignidad de las personas que debe presidir las relaciones laborales y de docencia. Esta ley se aplicará en el ámbito público y en el privado.

Artículo 2º.- (Concepto de acoso sexual) - Se entiende por acoso sexual todo comportamiento de naturaleza sexual, realizado por persona de igual o distinto sexo no deseado por la persona a la que va dirigido y cuyo rechazo le produzca o amenace con producirle un perjuicio en su situación laboral o en su relación docente, o que cree un ambiente de trabajo intimidatorio, hostil o humillante para quien lo recibe.

Artículo 3º - (Comportamientos de acoso sexual) - El acoso sexual puede manifestarse -entre otros- por medio de los siguientes comportamientos:

1) requerimientos de favores sexuales que impliquen:

a. promesa, implícita o explícita, de un trato preferencial respecto de la situación actual o futura de empleo o de estudio de quien la reciba.

b. amenazas, implícitas o explícitas, de perjuicios referidos a la situación actual o futura de empleo o estudio de quien las reciba.

c. exigencia de una conducta cuya aceptación o rechazo sea, en forma implícita o explícita, condición para el empleo o estudio.

2) Acercamientos corporales u otras conductas físicas de naturaleza sexual, indeseados y ofensivos para quien los reciba.

3) Uso de expresiones (escritas u orales) o de imágenes de naturaleza sexual, que resulten humillantes u ofensivas para quien las reciba.

Un único incidente grave puede constituir acoso sexual.

Artículo 4º.- (Agentes del acoso) -Los actos comprendidos en el artículo precedente serán los cometidos directamente por la persona del empleador o jerarca o por quienes los representen en el ejercicio del poder de dirección.

El empleador o jerarca serán también responsables por los actos de sus dependientes o de toda otra persona vinculada al lugar de trabajo o entidad docente en tanto haya tenido conocimiento de su ocurrencia y no haya tomado medidas para corregirla.

En caso de que el autor del acoso sexual fuera un trabajador dependiente será sancionado de acuerdo a la gravedad del comportamiento, pudiendo ser despedido por notoria mala conducta.

Artículo 5º.- (Responsabilidad del Estado) - El Estado será responsable de diseñar e implementar políticas de sensibilización, educativas y de supervisión para la prevención del acoso sexual laboral y docente, encomendando a la Inspección General de Trabajo su inclusión en todas las acciones inspectivas.

Artículo 6º.- (Obligaciones del empleador) - Todo empleador o jerarca estará obligado a adoptar medidas que prevengan, desalienten y sancionen las conductas de acoso sexual así como de protección a las personas denunciantes y víctimas del mismo.

Tales medidas deberán incluir:

a) la comunicación a los supervisores, representantes, trabajadores/as, clientes y proveedores, así como al personal docente y no docente y a los alumnos/as, de la existencia de una política consecuente contra el acoso sexual.

b) la creación, mediante negociación colectiva de organismos bipartitos (con integración de personal femenino y masculino) y de un procedimiento adecuado y efectivo para permitir la denuncia e investigación de los casos de acoso sexual, con el fin de proponer las sanciones que corres-pondieren, sin perjuicio de la denuncia ante la Inspección General del Trabajo y de la reclamación judicial a que hubiere lugar.

Artículo 7º.- (Denuncia del acoso sexual) - El trabajador/a afectado puede optar por realizar la denuncia ante el organismo bipartito y -en ausencia de éste- ante la dirección de la empresa o servicio- o ante la Inspección General del Trabajo o respectiva Oficina de Trabajo.

El organismo bipartito pondrá en conocimiento de la dirección de la empresa o servicio los hechos denunciados y realizará la investigación correspondiente.

En caso de no existir organismo bipartito, la dirección de la empresa o servicio podrá disponer la realización de una investigación interna o remitir los antecedentes a la Inspección General del Trabajo u Oficina de Trabajo respectiva en un plazo no mayor a tres días.

En cualquier caso, la investigación deberá concluirse en el plazo de treinta días.

Si se optare por una investigación interna, éste deberá constar por escrito, ser llevada en reserva, garantizando a ambas partes ser oídas y que puedan fundamentar sus dichos. Las conclusiones deberán remitirse a la Inspección General del Trabajo.

Artículo 8º.- (Procedimiento administrativo) - La investigación realizada por la Inspección General del Trabajo seguirá los procedimientos previstos en la normativa vigente. La Inspección dispondrá de amplias facultades de investigación sobre los hechos denunciados, acordándose especial relevancia a la inspección realizada en el lugar de trabajo y a las entrevistas realizadas en el lugar que crea más conveniente, para interrogar al denunciante, denunciado y testigos y recoger todas las pruebas que resulten pertinentes.

El número de testigos a presentar por cada una de las partes no será mayor de cinco.

Artículo 9º.- (Notificación y sanción) - Las conclusiones de la investigación realizada por la Inspección General del Trabajo o las observaciones de ésta a la practicada internamente serán puestas en conocimiento del empleador o jerarca, el denunciante y el denunciado.

Finalizada la sustanciación de la denuncia, la Inspección General del Trabajo se expedirá respecto de aquella, en un plazo máximo de veinte días, aplicando sanciones al empleador o jerarca, si correspondieren.

Artículo 10º.- (Competencia de los Sindicatos) - Cuando los sindicatos reciban denuncias de acoso sexual estarán facultados para concurrir ante la Inspección General del Trabajo y solicitar la constitución del Inspector en el lugar de trabajo.

Los representantes sindicales podrán asistir a la diligencia y promover ante la Inspección General del Trabajo las me-didas que consideren necesarias para una eficaz comprobación de los hechos denunciados, el cese de los mismos y su no reiteración, siempre que el trabajador/a involucrado/a preste su consentimiento a dicha asistencia.

El denunciante y el denunciado podrán, concurrir con la asistencia jurídica que crea conveniente.

Artículo 11.- (Indemnización) - El trabajador/a víctima de acoso sexual, sin perjuicio de la denuncia administrativa y de la acción penal que pudiese corresponder, tendrá derecho a reclamar una indemnización por daño moral, equivalente a seis mensualidades de acuerdo a la última remuneración del trabajador/a.

El trabajador/a afectado podrá optar por la indemnización prevista en el inciso precedente o por considerarse indirectamente despedido/a, en cuyo caso el despido revestirá el carácter de abusivo y dará derecho a una indemnización especial acumulable a la indemnización tarifada, de doce mensualidades, de acuerdo a la última remuneración del trabajador/a.

Artículo 12.- (Protección contra represalias) - El trabajador afectado, así como quienes hayan prestado declaración como testigos, no podrán ser objeto de despido ni de sanciones disciplinarias por parte del empleador o jerarca. Se presume -salvo prueba en contrario- que el despido o las sanciones obedecen a motivos de represalia cuando tengan lugar dentro del plazo de 180 días de interpuesta la denuncia de acoso en sede administrativa o judicial. El despido será calificado de abusivo y dará lugar a la indemnización prevista en el Art. 10 Inc. 2, con la salvaguarda de la notoria mala conducta.

Artículo 13.- (Acoso sexual en la relación de docencia) - En una relación de docencia, el o la estudiante objeto de acoso sexual tendrá todos los derechos previstos por esta ley, incluso el derecho a reclamar al patrono o jerarca del docente la aplicación de las sanciones previstas en las respectivas reglamentaciones internas y la indemnización a que hace referencia el art. 10. Para el cálculo de la indemnización se tomará como base de cálculo el salario del trabajador responsable del acoso sexual. De comprobarse un perjuicio en su situación educativa como resultado del acoso, tendrá derecho a ser restituido/a en el estado anterior al mismo.

Artículo 14. (Asociaciones profesionales, estudiantiles y gremiales) - Las asociaciones profesionales y gremiales de carácter laboral y estudiantil, deberán establecer políticas preventivas y de sanción para los agremiados que incurran en conductas de acoso sexual.

Artículo.15.- (Procedimiento judicial) - Las acciones judiciales para cuya ejecución faculta la presente ley se diligenciarán por procedimiento y en los plazos establecidos para la acción de amparo prevista en la ley 16.011 del 19 de diciembre de 1988 (artículos 4º a 10), con independencia de la existencia de otros medios jurídicos de protección.

EXPOSICION DE MOTIVOS

ACOSO SEXUAL EN EL AMBITO LABORAL

El acoso sexual en el trabajo constituye un comportamiento que tiene una larga historia, pero su tratamiento jurídico comienza en la década de los setenta del siglo pasado.

Las mujeres son mayoritariamente afectadas por tales conductas, en razón de la construcción social y cultural de género que les asigna determinados roles que traducen una relación de poder desigual respecto de los hombres. En el mundo del trabajo esa relación tiene distintas manifestaciones, el acoso sexual no sería sino una de ellas. Se trata de conductas profundamente imbuidas por los estereotipos de género, cuya generalización a nivel mundial tiene por consecuencia numerosos perjuicios (físicos, psíquicos, laborales ) para muchas mujeres trabajadoras.

Se trata de una problemática estrechamente ligada a algunos derechos fundamentales que han de presidir toda la relación de trabajo: el derecho a no ser discriminado por razón de sexo y el derecho a la intimidad como expresiones del debido respeto a la dignidad del trabajador o trabajadora. Se ha señalado que el acoso sexual puede ser definido como un ilícito pluriofensivo, susceptible de lesionar -además de los ya referidos- el derecho a la seguridad y salud en el trabajo, el derecho a la libertad sexual y el derecho a trabajar en un ambiente libre de violencia.

Las consecuencias negativas se han comprobado en el daño físico y psíquico producido a la víctima, lo cual repercute en mayor ausentismo y menor rendimiento provocando costos suplementarios y deterioro de imagen a las empresas.

La generalización del fenómeno del acoso u hostigamiento sexual ha provocado reacción en numerosos países que han introducido esta figura en su legislación con el objeto de sancionarla y adoptar medidas tendientes a su prevención.

La doctrina y las legislaciones han dado distintas definiciones del acoso que, sin embargo, presentan ciertos rasgos comunes.

Se entiende por acoso toda conducta verbal, no verbal o física, de naturaleza sexual, indeseada por la persona a la que se dirige y cuya aceptación o rechazo es utilizada como base para una decisión que tenga efectos sobre el acceso al empleo o las condiciones de trabajo de la persona acosada, o para crear un ambiente intimidatorio o humillante para ésta.

Para la OIT el acoso sexual es un comportamiento de carácter sexual no deseado por la persona afectada que incide negativamente en su situación laboral provocándole un perjuicio. Se le ha calificado de comportamiento discriminatorio, prohibido por el Convenio No. 111.

La Unión Europea se ha ocupado del tema en numerosos documentos, entre ellos la Recomendación sobre protección de la dignidad de la mujer y del hombre en el trabajo, cuyo anexo es un Código de Conducta sobre las medidas para combatir el acoso sexual, de 24/2/92.

En el Uruguay el tema del acoso sexual toma estado público en los últimos años de la década de los 90. No existen investigaciones que permitan manejar cifras sobre la entidad y características del fenómeno, sectores más afectados, etc. si bien son abundantes los testimonios que provienen de trabajadoras tanto del sector privado como del público de haber padecido este tipo de conductas. Ello no desconoce que también se vean afectados trabajadores del sexo masculino, pero en número claramente menor.

Existen en la Constitución uruguaya diversos artículos que constituyen una protección a los trabajadores/as en el desempeño de su actividad. Así, el art. 7 (derecho a ser protegido en el goce del honor); el art. 8 ( al consagrar la igualdad elimina todo trato discriminatorio); el art. 54 ( la ley ha de reconocer a quien se hallare en una relación de trabajo o servicio ‘la higiene física y moral’, expresiones correspondientes a lo que hoy se denomina ‘salud, seguridad y medio ambiente de trabajo’); el mismo artículo refiere al reconocimiento de ‘la independencia de la conciencia moral y cívica’, que significa tanto como el accionar libre de presiones exteriores indebidas . Por su parte el art. 53 dispone que ‘el trabajo estará bajo la protección especial de la ley’. El art. 72 establece que ‘la enumeración de derechos, deberes y garantías hecha por la Constitución, no excluye los otros que son inherentes a la personalidad humana o se derivan de la forma republicana de gobierno’, derechos que no dejarán de aplicarse por falta de reglamentación (art. 332).

Numerosos son -por otra parte- los documentos internacionales que Uruguay ha ratificado, algunos de los cuales refieren expresamente a la adopción de medidas para prevenir el acoso sexual en el trabajo (entre ellos: CEDAW, Estrategias de Nairobi, Plataforma de Acción de Beijing, Convención de Belem do Pará).

En la legislación nacional cabe mencionar la ley 16.045 de 2/6/89 que prohíbe toda discriminación por razón de sexo en cualquier actividad laboral, pública o privada; el decreto 37/997 de 5/2/97 reglamentario de aquella ley califica al acoso sexual como ‘una forma grave de discriminación’, definiendo sus características (art.5).

Pero resulta evidente la insuficiencia de esa norma así como las del art. 5 lit.g ) y h) del Decreto 1428/04 de 8/6/04 relativo a las sanciones por infracciones a las normas laborales.

El anteproyecto que se presenta -fundado en las normas internacionales, constitucionales y legales antes mencionadas- apunta a una protección integral de las víctimas de acoso así como a la prevención de tales conductas con el objetivo de su erradicación del ambiente laboral, y de las relaciones docentes.

El respeto a la dignidad de mujeres y hombres en las relaciones de trabajo y en las relaciones docentes debe presidir, en todo caso, dichas relaciones.

Un relevamiento de los artículos del anteproyecto permite detectar sus principales contenidos:

1) Se define el acoso sexual que puede tener lugar en la relación laboral o en la relación docente, entendiendo que resulta oportuno incorporar esta última situación debido a la frecuencia de su acaecimiento.

2) Se mencionan -sin carácter taxativo- las conductas que constituyen tanto el denominado ‘chantaje sexual’ como el ‘acoso ambiental’.

3) Se precisan los posibles agentes del acoso y su responsabilidad (patronos o jerarcas y sus representantes o sus dependientes).

4) Se encomienda al Estado y particularmente a la Inspección General del Trabajo, dependiente del MTSS, la difusión formativa y acciones de prevención y control de estas situaciones, más allá de la recepción de denuncias sobre casos puntuales. 

5) Se indica el procedimiento a seguir por la parte denunciante, tanto en la investigación interna como en la prevista por parte de la Inspección General del Trabajo; la intervención sindical de apoyo al trabajador/a y el asesoramiento jurídico que la parte denunciante requiera. Las denuncias en sede administrativa no obstan a las acciones ante el Juez Ldo. del Trabajo, y a las acciones penales que pudieran corresponder.

6) Se establece para el trabajador/a agraviado/a el derecho a indemnización del daño moral sufrido si se mantiene la relación laboral (6 mensualidades) o a darse por despedido/a indirectamente, en cuyo caso el despido tendrá el carácter de abusivo, sancionándose con una indemnización de doce mensualidades, complementaria de la tarifada.

7) Se indica el mínimo de indemnización por daño moral en caso de reclamación judicial de la víctima.

8) Se dispone en el caso de acoso sexual en la relación docente la restauración del agraviado/a a la situación anterior al perjuicio sufrido.

9) Si el acosador es un trabajador dependiente las medidas disciplinarias a adoptarse se graduarán según la gravedad del caso, pudiendo llegarse al despido por notoria mala conducta.

10) Se indican algunas de las medidas a adoptar por el empleador o el jerarca (o mediante convenio colectivo) como: la creación de un ámbito bipartito para recibir e investigar las denuncias, sin perjuicio de que éstas puedan ser presentadas directamente ante la Inspección General del Trabajo; la incorporación, en los reglamentos internos, del acoso sexual como conducta sancionable, y la difusión amplia tendiente a la prevención de la ocurrencia del mismo. 

11) Se establece la protección contra las represalias que pudieran tomarse (medidas disciplinarias, despido) contra quien presente una denuncia o quienes declaren como testigos.

12) La ley será aplicable tanto en el sector público como en el privado.

13) El procedimiento para entablar reclamaciones judiciales será el previsto para la acción de amparo, a efectos de lograr la imprescindible celeridad que reclama esta situación.

En la Exposición de motivos que acompañaba el proyecto de ley presentado al Senado en el año 1997 se expresaba: ‘Frecuentemente, el trabajador colocado en un verdadero estado de necesidad, para no perder el empleo, no sólo no denuncia las agresiones patronales a la justicia (o a la Inspección General del Trabajo) sino que muchas veces no lo informa tampoco a nivel sindical, lo que determina que estos actos lesivos de los derechos de los trabajadores se mantengan en la impunidad y se reiteren’.

En virtud de esta situación a todas luces injusta, la aprobación de una ley con las características antes mencionadas pretende clarificar la figura del acoso sexual, establecer sanciones que contribuyan a evitarlo, crear conciencia social respecto al ejercicio de violencia que entraña y proteger a las víctimas facilitando los procedimientos de denuncia, investigación y reclamaciones por el daño sufrido.

Montevideo, 24 de marzo de 2008".

